
 
 

ACTA No. 11/2021 
SEPTIMA SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA JUNTA DIRECTIVA DE LA OFICINA PARA 
ADOPCIONES. En sesión virtual mediante herramienta tecnológica autorizada por la 
Procuraduría General de la República, denominada Microsoft Teams, a las diez horas del día 
veinte de septiembre de dos mil veintiuno. Presentes: licenciada Miriam Gerardine Aldana 
Revelo, Procuradora General de la República y Presidenta de Junta Directiva de la Oficina 
para Adopciones; licenciada Cándida Parada de Acevedo, Procuradora General Adjunta de 
la República y suplente de Presidenta de Junta Directiva de la Oficina para Adopciones; 
Licenciada Isis Rodríguez Cañas, Suplente de Directora Ejecutiva CONNA; licenciada Gloria 
Evelyn Martínez Ramos, Representante propietaria del Ministerio de Relaciones Exteriores; 
Licenciada Yanet Ibón Macías Gómez, Representante propietario de la Sociedad Civil – CSJ; 
Licenciada Jessica Liseth Hernández de Rodas, Representante suplente de sociedad civil 
nombrada por Corte Suprema de Justicia; licenciada Mara Rebeca Ruiz Escobar, 
Representante de la Sociedad Civil por parte de la Fiscalía General de la República; 
licenciada Rosa María de Martínez, Representante suplente de la Sociedad Civil por parte 
de la Fiscalía General de la República, y Licenciado Dionisio Ernesto Alonzo Sosa, Director 
Ejecutivo de la Oficina para Adopciones y secretario de la Junta Directiva. PUNTO UNO: 
REVISIÓN Y ESTABLECIMIENTO DE QUÓRUM. A petición de la Presidenta de Junta 
Directiva, se verificó la existencia de quórum por parte del licenciado Dionisio Alonzo, de 
conformidad con lo establecido en los artículos 47 y 48 de la Ley Especial de Adopciones, 
en adelante LEA. Al verificar la conformación de quórum, se procedió a tener por instalada 
la séptima sesión extraordinaria de la Junta Directiva de la Oficina para Adopciones, en 
adelante OPA, correspondiente al año dos mil veintiuno, con la asistencia de cuatro 
propietarios y cuatro suplentes. Antes de continuar con el desarrollo de la sesión, el Director 
Ejecutivo solicita permiso a los miembros de la Junta Directiva para que pueda ingresar a la 
sesión virtual al Licenciado Boris Ernesto Martínez Enamorado, para que puedan brindar 
informe del caso del cual se admitió recurso de revisión; así como  del contenido del 
borrador de la resolución del recurso de revisión el cual se someterá a discusión y 
aprobación, autorizándose dicho ingreso. PUNTO DOS: REVISIÓN Y APROBACIÓN DE 
AGENDA. La licenciada Aldana sometió a aprobación la agenda siguiente: 1- Revisión y 
establecimiento de quórum; 2- Revisión y aprobación de agenda; 3- Discusión y aprobación 
de borrador de Recurso de Revisión interpuesto por solicitantes, expediente 06-AN-2020; 
4- Cierre de sesión, por lo que se adoptó el siguiente: ACUERDO No. 1.- La Junta Directiva 
de la Oficina para Adopciones, por unanimidad, con fundamento en los artículos 48 y 49 de 
la Ley Especial de Adopciones, ACUERDA: Aprobar la propuesta de agenda tal y como quedó 
establecida anteriormente. COMUNÍQUESE. PUNTO TRES: DISCUCIÓN Y APROBACIÓN DE 
BORRADOR RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO POR SOLICITANTES, EXPEDIENTE 06-
AN-2020. La licenciada Miriam Aldana, interviene consultando si las observaciones técnicas 
realizadas por la licenciada Gloria Martínez, han sido incorporadas en el documento que se 
va a discutir, cede la palabra al Lic. Dionisio Alonzo, quien hace la aclaración que 
efectivamente se han realizado las modificaciones. Así también, propone que se brinde una 
breve explicación y contextualice sobre el caso en cuestión, otorgándole el espacio al 
Licenciado Boris Ernesto Martínez Enamorado para que realice la presentación del caso a 
los miembros de junta directiva para que procedan a la discusión del Recurso. Finalizada su 
intervención, el licenciado Alonzo retoma la palabra haciendo la aclaración que la situación 
jurídica del niño se encuentra resuelta en vista que la señora Mariscal es tutora dativa del 
mismo. Así también, en cuanto a la investigación realizada por la Junta de Protección de 
Cabañas, no se determinó vulneración de derechos del niño, no obstante, aún falta la 
investigación de la familia ampliada del niño, esa parte de la investigación aún no está 
resuelta y deberá presentarse al momento de iniciar las diligencias de adoptabilidad. Es así 
que el presente procedimiento administrativo es con el objeto de determinar la aptitud 
para adoptar de la señora Mariscal. Posteriormente se procede a dar el uso de la palabra 
de los miembros de Junta Directiva, de lo cual es obtiene una consulta por parte de 
Licenciada Yanet Macías, si la señora Mariscal tendrá una segunda oportunidad de hacer 
todo el proceso para solicitar la adopción del niño por la vía correspondiente. El licenciado 



 
 

Alonzo reafirma que efectivamente esa es la situación; a la vez informa que ya se recibió la 
primera solicitud de autorización de organismo acreditado de Estados Unidos de América, 
ya se admitió la solicitud y está en la etapa de análisis y elaboración de informe para Junta 
Directiva. Eso significa que la señora Mariscal, al estar autorizado el organismo acreditado 
puede iniciar su proceso de adopción. La licenciada Aldana toma la palabra y expresa que 
por parte de su representación no tienen ninguna observación. En ese sentido, y no 
existiendo otra observación, ante las consideraciones y observaciones realizadas, por 
unanimidad emite el siguiente: ACUERDO No 2.- La Junta Directiva de la Oficina para 
Adopciones, por unanimidad, con fundamento en los artículos 48 y 49 de la LEA, ACUERDA: 
Dar por recibido la propuesta de la Resolución del Recurso de Revisión interpuesto por 
solicitantes de adopción, expediente 06-AN-2020, en los términos que ha sido expuesto. 
ACUERDO No 3.- La Junta Directiva de la Oficina para Adopciones, por unanimidad, con 
fundamento en los artículos 48 y 49 de la LEA, ACUERDA: Aprobar la resolución del Recurso 
de Revisión presentado por solicitantes de adopción referencia 06-AN-2020 en los términos 
siguientes: “”””””””””””””””””””””””MINISTERIO PÚBLICO, PROCURADURÍA GENERAL DE 
LA REPÚBLICA, JUNTA DIRECTIVA DE LA OFICINA PARA ADOPCIONES, a las diez horas con 
treinta minutos del día veinte de septiembre del año dos mil veintiuno. Se acusa de recibido 
el escrito suscrito el veintisiete de agosto de dos mil veintiuno, a fin de evacuar la 
prevención formulada en el auto de admisión de las once horas con treinta y seis minutos 
del veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, expresando literalmente que: 
“…efectivamente el RECURSO interpuesto, es el RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN, 
de conformidad al artículo 137 numeral 1, de la Ley de Procedimientos Administrativos…” 
concerniente al recurso interpuesto por el licenciado ROGER SAÚL CARRILLO FUNES, en su 
calidad de Apoderado General Judicial con Cláusula Especial de la señora PAULA OLIVIA 
SEGOVIA MARISCAL, quien es solicitante de adopción de niño determinado de nombre 
Jahaziel Elías Pineda Torres, cuyo expediente se encuentra clasificado en la Oficina para 
Adopciones con el número de referencia: 06-AN-2020. I. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES, 
PROCEDIMIENTO Y ACTO IMPUGNADO. a. Identificación de la solicitante de adopción y 
del niño determinado. 1.1 PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL, de cincuenta y tres años de 
edad, empleada, casada, de nacionalidad salvadoreña por nacimiento, y estadounidense 
por naturalización, del domicilio de Ilobasco, departamento de Cabañas, originaria de 
Sensuntepeque, también del departamento de Cabañas, residente en décima avenida norte 
casa número treinta y dos, Barrio San Miguel, jurisdicción de Ilobasco, departamento de 
Cabañas, con Documento Único de Identidad número cero cinco millones ochocientos 
sesenta y dos mil setecientos catorce - nueve (05862714-9). Es tutora dativa y solicitante de 
adopción de niño determinado de nombre JAHAZIEL ELÍAS PINEDA TORRES, de cuatro años 
de edad, del procedimiento administrativo de adopción nacional individual clasificado por 
esta Oficina para Adopciones bajo el número de referencia: 06-AN-2020. b. Abogado que 
representa a la solicitante de adopción. 1.2 ROGER SAÚL CARRILLO FUNES, de sesenta y 
dos años de edad, abogado y notario, del domicilio de Santa Tecla, departamento de La 
Libertad, portador de su Documento Único de Identidad personal cero uno ocho cinco cero 
dos tres cero – nueve (01850230-9); y con Tarjeta que lo identifica como abogado de la 
República número uno dos uno siete cinco dos cuatro tres dos uno cero tres nueve siete 
cinco (121752432103975), quien actúa en calidad de Apoderado General Judicial con 
Cláusula Especial de la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL. c. Resolución 
impugnada. 1.3 El licenciado. ROGER SAÚL CARRILLO FUNES ha presentado recurso 
extraordinario de revisión de conformidad con el artículo 137 numeral 1 de la Ley de 
Procedimientos Administrativos, a fin de impugnar la resolución de las doce horas con 
veintitrés minutos del uno de octubre del año dos mil veinte, emitida desde la Dirección 
Ejecutiva de la Oficina para Adopciones de la Procuraduría General de la República, donde 
se resolvió declarar “no ha lugar la solicitud de declaratoria de aptitud para adoptar y de 
autorización de la adopción en la fase administrativa, del niño determinado JAHAZIEL ELÍAS 
TORRES PINEDA, solicitada por la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL”, cuya 
resolución fue notificada y explicada mediante la metodología de lenguaje claro y sencillo, 
a las nueve horas con cincuenta y seis minutos del siete de octubre de dos mil veinte, la 



 
 

notificación se realizó de forma personal y siguiendo lo establecido en el artículo 78 de la 
Ley Especial de Adopciones; artículos 98, 99 y 101 de la Ley de Procedimientos 
Administrativos; artículo 33 de la Ley Procesal de Familia, y artículo 177 del Código Procesal 
Civil y Mercantil.  II. VISTO LOS AUTOS Y CONSIDERANDO. A. Antecedentes de hecho. 2.1 
La señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL, se presentó a la Oficina para Adopciones 
(OPA) a las once horas y cincuenta minutos del día cuatro de febrero de dos mil veinte, a 
solicitar ser calificada apta para adoptar de manera individual al niño JAHAZIEL ELÍAS 
PINEDA TORRES, ahora de tres años de edad. Es madre de dos hijos, actualmente mayores 
de edad y se encuentra casada con el señor Gustavo Adolfo Mariscal Elizares, con quién 
reside en el Estado de Georgia de los Estados Unidos de América, y está de acuerdo con la 
solicitud de adopción individual que pretende su cónyuge. 2.2 El origen de la convivencia 
con el niño JAHAZIEL ELÍAS ha sido a partir de que la señora SEGOVIA MARISCAL deseaba 
adoptar a un niño desde hace algún tiempo en los Estados Unidos de América, pero le fue 
muy difícil1 y al comentarlo con una amiga, esta le refirió que conocía una mujer que estaba 
embarazada y que no deseaba hacerse responsable de su hijo, es así, como se puso en 
comunicación con dicha señora y convinieron en que se lo entregaría para que lo pudiera 
adoptar, ingresando al país el catorce de abril de dos mil diecisiete. Justo a un día antes de 
que naciera el niño JAHAZIEL ELÍAS PINEDA TORRES, de acuerdo con lo narrado por la 
solicitante, la motivación para adoptar al niño, surge por el deseo de darle todo lo mejor 
dedicándole tiempo y amor, proveyendo de todo lo que necesite para que pueda 
desarrollarse en todos los aspectos de la vida, inculcando valores morales y religiosos. Cabe 
mencionar que consta en la solicitud de adopción nacional individual a fs. 1, que la señora 
Segovia Mariscal manifestó residir en los Estados Unidos de América, dejando establecido 
que viajó al país, únicamente para hacer efectiva una entrega directa del niño JAHAZIEL 
ELÍAS. 2.3 Por lo anteriormente expuesto, se dio inicio a las fases del procedimiento 
administrativo de adopción de la persona solicitante, de conformidad al artículo 60 de la 
Ley Especial de Adopciones –en adelante LEA–, dichas fases, son  las que a continuación se 
enumeran: 1. calificación legal; 2. calificación de familias; 3. declaratoria de aptitud o no 
para adoptar; 4. selección y asignación de familia declarada apta para adoptar a una niña, 
niño o adolescente declarado adoptable, y 5. autorización para la adopción por la persona 
titular de la Procuraduría General de la República. 2.4 Habiéndose realizado la fase de 
calificación legal, que implica el análisis técnico de los documentos, mediante el auto 
emitido a las diez horas con cincuenta y seis minutos del trece de agosto de dos mil veinte, 
se identificó que la señora en comento, cuenta con pasaporte de los Estados Unidos de 
América agregado a fs. 14, razón por la cual se procedió a solicitar a la Dirección General de 
Migración y Extranjería los movimientos migratorios de la señora antes mencionada, 
informe que fue recibido por esta Oficina, el veinticuatro de septiembre de dos mil veinte, 
mediante el cual, constan los movimientos migratorios de la señora PAULA OLIVA SEGOVIA 
MARISCAL (fs. 121 y 150). En dicho informe se refleja que la señora en referencia, presenta 
entradas al país en su calidad de turista y salidas al país hacia los Estados Unidos en su 
calidad de residente. Dicha información permitió, esclarecer si la solicitud de adopción era 
nacional o internacional de conformidad con el artículo 12 de la LEA; 2.5 Asimismo, se 
concluyó la fase de calificación de familias, fue el caso que, de acuerdo con el informe 
presentado por la licenciada Norma Elizabeth Cazún Henríquez, psicóloga de la Unidad de 
Calificación de Familias, realizó una entrevista a la señora SEGOVIA MARISCAL por medios 
virtuales, considerando los sucesos acontecidos a nivel nacional e internacional como lo ha 
sido la pandemia generada por el coronavirus (COVID-19); no obstante, como parte del 
protocolo técnico de evaluación, era necesaria la presencia de la señora antes mencionada 
para que se le administrara los test psicológicos que tienen carácter personal, lo cual se 
encuentra agregado a folio 148 del presente expediente. 2.6 Consecuentemente, el informe 
psicológico que se encuentra de fs.144 al fs.149 se indicó, entre otros aspectos, que no es 
posible brindar una opinión técnica sobre la idoneidad o no, de la señora PAULA OLIVIA 
SEGOVIA MARISCAL, para la adopción del niño JAHAZIEL ELÍAS PINEDA TORRES, de tres 
años de edad, con condiciones normales de salud, en razón de no contar con los resultados 
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de las pruebas psicométricas debido a la ausencia de la señora en este país2. 2.7 Bajos estos 
preceptos, la Dirección Ejecutiva determinó, que en el caso particular de la señora PAULA 
OLIVIA SEGOVIA MARISCAL, su residencia habitual no era El Salvador, sino el Estado de 
Georgia de los Estados Unidos de América, junto a su esposo y sus hijos; ello, aunado al 
hecho, que de acuerdo con la resolución impugnada, la solicitante de adopción no tenía 
intenciones de permanecer en El Salvador como residente habitual, dado que el deseo de 
la señora Segovia Mariscal es que el niño Pineda Torres aprenda el idioma, cultura, 
establezca raíces e inicie la educación formal en los Estados Unidos de América, según 
consta en la motivación para adoptar detallada en el informe psicológico con fines de 
adopción. (fs. 144 y 145). 2.8 Por los conceptos vertidos en la resolución impugnada, se 
concluyó, que la señora Segovia Mariscal, a pesar de ser de nacionalidad salvadoreña tiene 
lazos personales, familiares, sociales, religiosos y culturales, desarrollados en los Estados 
Unidos de América, dado que vive en ese país desde sus veintidós años de edad, país donde 
se encuentra su esposo, hija e hijo biológicos, y cuando permanece en El Salvador, sus 
únicos ingresos económicos provienen de remesas que realiza su esposo e hijos, no 
teniendo trabajo en el país. Ello, motivó al Director Ejecutivo a concluir que su centro de 
vida no es El Salvador, de acuerdo con lo manifestado por la señora en comento, (fs. 13 y 
fs. 144 al 149).  2.9 Razón por la cual, desde la Dirección Ejecutiva de la Oficina para 
Adopciones de la Procuraduría General de la República, se resolvió: “1. Declárase no ha 
lugar la solicitud de declaratoria de aptitud para adoptar y de autorización de la adopción 
en la fase administrativa, del niño determinado Jahaziel Elías Torres Pineda, solicitada por 
la señora Paula Olivia Segovia Mariscal. 2. Quedan incólumes las facultades de 
representación legal que tiene la señora Paula Olivia Segovia Mariscal respecto del niño 
Jahaziel Elías Pineda Torres, en virtud de ser ella tutora dativa del mismo, por lo que 
continuará ejerciendo sus responsabilidades que el cargo le confiere como el cuidado, 
protección y atención de los derechos contenidos en el ordenamiento jurídico salvadoreño 
emanados de la Constitución de la República, Ley de Protección Integral de la Niñez y 
Adolescencia y demás leyes aplicables, así como en los tratados internacionales ratificados 
por El Salvador. 3. Queda expedito el derecho a la persona interesada de plantear los 
recursos que estime conveniente, de conformidad con lo establecido en el art. 104 de la LPA, 
no obstante, su interposición no suspenderá la ejecución del acto impugnado, de acuerdo a 
lo establecido en el art. 127, 132 y 134 todos de la LPA; no obstante, su interposición no 
suspende la ejecución de la presente resolución.” Dicha resolución fue notificada y explicada 
mediante la metodología de lenguaje claro y sencillo, a las nueve horas y cincuenta y seis 
minutos del siete de octubre de dos mil veinte, la notificación se realizó de forma personal 
y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 78 de la Ley Especial de Adopciones; 
artículos 98, 99 y 101 de la Ley de Procedimientos Administrativos; artículo 33 de la Ley 
Procesal de Familia, y artículo 177 del Código Procesal Civil y Mercantil. 2.10 El licenciado 
ROGER SAÚL CARRILLO FUNES, presentó el recurso de revisión a las catorce horas y doce 
minutos del día diecinueve de agosto de dos mil veintiuno, en la Oficina para Adopciones, 
de la Procuraduría General de la República, dirigido a la Junta Directiva de esta oficina, que 
consta de siete folios útiles y sus anexos, haciendo un total de doce folios útiles; y 
habiéndose efectuado el correspondiente análisis liminar del recurso. 2.11 La Junta 
Directiva de la Oficina para Adopciones, emitió el auto suscrito a las once horas y seis 
minutos del veintitrés de agosto de dos mil veintiuno, admitiendo el recurso extraordinario 
de revisión, al mismo tiempo, realizó prevención en el sentido que el licenciado ROGER 
SAÚL CARRILLO FUNES, aclarara en el plazo de 10 días hábiles, si efectivamente el recurso 
interpuesto, se trataba del recurso de revisión, habiendo evacuado la prevención en sentido 
afirmativo y en el plazo otorgado. B. Síntesis del Agravio planteado en el recurso. 2.12 El 
licenciado ROGER SAÚL CARRILLO FUNES considera y fundamenta en el recurso de revisión, 
que la resolución emitida por el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones, causan 
daños y agravio a su representada, por los siguientes motivos: 1- Que la resolución adolece 
de error en cuanto a la interpretación y aplicación de la Ley, aduciendo dicho error sobre el 
concepto de residencia habitual. Para ello, cita jurisprudencia emitida por la Sala de lo 
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Contencioso Administrativo, en donde se establece que “las resoluciones administrativas -
en particular-, aquellas desfavorables a los intereses de los particulares -deben ser claras, 
precisas y coherentes respecto al objeto del acto o las pretensiones del administrado en su 
petición, de forma que el administrado conozca el motivo de la decisión, y en su caso de 
considerarlo conveniente, pueda impugnarla” (sentencia definitiva de la Sala de 
Contencioso, ref: 91-d-2021 de fecha nueve de diciembre del año dos mil tres). El 
recurrente, manifiesta su agravio en cuanto a que: “en el Reporte de Movimiento 
Migratorio, que extendió la Dirección de Migración y Extranjería (sic), con fecha 12 de marzo 
del año 2021, es que la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL, durante los últimos años 
ha tenido 7 movimientos migratorios; de los cuales su permanencia en los Estados Unidos 
de América, ha sido en periodos muy cortos. Habiéndose comprobado que la mayor parte 
de su tiempo ha permanecido en El Salvador (sic). En conclusión, la señora PAULA OLIVIA 
SEGOVIA MARISCAL, desde el día 14 de abril del año 2017, hasta el día 30 de julio del año 
2021; ha permanecido en los Estados Unidos de América, la cantidad de 195 días; y en El 
Salvador, la cantidad de 1365 días. Y es precisamente, esta situación que contempla el 
artículo ciento treinta y seis de la Ley de Procedimientos Administrativos, la base de nuestro 
reclamo; debido a que, tal como lo establece el numeral uno de dicho artículo. “Si al dictar 
el acto se hubiera incurrido en manifiesto error de hecho que aparezca de los propios 
documentos incorporados al expediente”. Y es en este documento del Reporte de 
Movimientos Migratorios, del cual hace mención la autoridad administrativa, en el cual 
fundamentamos nuestro Recurso, porque queda completamente comprobado que la señora 
PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL, tiene como residencia habitual, la república de El 
Salvador y no los Estados Unidos de América, como lo han tratado de hacer ver en la 
resolución. 2- Por otra parte, señala el aparente error, referido a los artículos 60, 90 y 91 de 
la Ley Especial de Adopciones, en cuanto a la realización de los estudios psicosociales del 
procedimiento administrativo de adopción, los cuales, no fue posible realizar, citando que: 
“...si bien es cierto que consta la ausencia de la señora Paula Olivia Segovia Mariscal, quien 
salió (sic) del país por la situación de la pandemia del COVID -19, lo que imposibilitó la 
realización de estudios, pero también el mismo artículo 90 da la solución, al establecer que 
en caso de errores u omisiones, se subsanará o ampliara el plazo; y en última instancia se 
revocará el auto de admisión de la solicitud y quedará a salvo el derecho de volver a 
presentar la solicitud nuevamente”. C. Fundamentos de Derecho de la Junta Directiva de 
la Oficina para Adopciones. Valoraciones según el enfoque de derechos humanos y de la 
institución jurídica de carácter social de la adopción. 2.13 La Junta Directiva de la Oficina 
para Adopciones analizará la procedencia de los argumentos planteados por el recurrente, 
constatando lo consignado en todo el expediente administrativo de adopción; así como, lo 
resuelto por el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones. Para el análisis, se harán 
uso de las siguientes normativas e instrumentos técnicos de carácter internacional que le 
son aplicables, así: la Constitución de la República, el Código de Familia, la Ley Especial de 
Adopciones, Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia, Convención sobre los 
Derechos del Niño, Convenio de La Haya de 1993 Relativo a la Protección del Niño y a la 
Cooperación en Materia de Adopción Internacional, el Reglamento Interno y de 
Funcionamiento de la Oficina para Adopciones, las Guías de Buenas Prácticas emitidas por 
la Conferencia de La Haya, jurisprudencia salvadoreña aplicable en la materia y las 
observaciones generales del Comité de los Derechos del Niño. 2.14 En consecuencia, los 
miembros de la Junta Directiva de la Oficina para Adopciones procederemos a desarrollar 
la resolución del recurso bajo el íter lógico siguiente: 1) Consideraciones respecto a la 
residencia habitual, adopción nacional y adopción internacional a la luz de la normativa 
internacional y nacional; 2) Aparente error en la aplicación de la ley en el procedimiento de 
adopción; y 3) Conclusión. 1) Consideraciones respecto a la residencia habitual, adopción 
nacional y adopción internacional a la luz de la normativa internacional y nacional. 2.15 
El licenciado ROGER SAÚL CARRILLO FUNES fundamenta su recurso de revisión en el 
artículo 136 y siguientes de la LPA; en ese sentido, el recurrente manifiesta literalmente en 
su escrito: “No vamos a entrar a mencionar todas las circunstancias, porque nos basta, la 
primera circunstancia, que es, “Si al dictar el acto se hubiere incurrido en manifiesto error 



 
 

de hecho que aparezca de los propios documentos incorporados al expediente”. Más 
adelante, vamos a explicar detalladamente tal circunstancia. “Ni el Código de Familia, ni la 
Ley Procesal de Familia regulan expresamente los casos que se consideran como una 
adopción nacional, sin embargo por la redacción de las normas sustantivas y procesales en 
principio no se distingue la nacionalidad del adoptante ni del adoptado, ya que estos pueden 
tener residencia permanente en país diferente al de su origen o tener doble nacionalidad en 
nuestro país, lo que sí resulta determinante es el domicilio o residencia habitual en nuestro 
país de los intervinientes. Tratándose de adoptantes extranjeros no domiciliados en el país 
que pretendan adoptar a un salvadoreño el trámite es el que corresponde a la adopción 
internacional, Art. 184 CF (adopción por extranjeros). Actualmente el Reglamento de la Ley 
Orgánica de la Procuraduría General de la República, define lo que debe entenderse por 
Adopción Nacional y por Adopción Internacional y prescribe; “Art. 41 ...el procedimiento de 
adopción nacional es el iniciado por medio de la solicitud de adopción cuando es presentada 
por personas que tengan su residencia habitual en el territorio de la República, y que 
pretenden la adopción de un niño, niña o adolescente que también tenga su residencia 
habitual en el territorio de la República”. 2.16 Al respecto, la Junta Directiva de la Oficina 
para Adopciones considera necesario efectuar la siguiente consideración técnica, así como 
explicar al licenciado ROGER SAÚL CARRILLO FUNES y a la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA 
MARISCAL lo siguiente: 1. Que en el Capítulo III, Sección Cuarta “Adopción por Extranjeros”, 
donde se establecen los requisitos para la adopción, artículo 184 del Código de Familia 
actualmente se encuentra derogado según el Decreto Legislativo No. 282, de fecha 16 de 
febrero del año 2016, publicado en el Diario Oficial No. 205, Tomo No. 413, de fecha 4 de 
noviembre de 2016, debido a la entrada en vigencia de la Ley Especial de Adopciones, cuya 
vigencia inició cien días después de su publicación en el Diario Oficial. En ese sentido, una 
disposición legal que ha sido derogada por una ley especial, no puede ser considerada en 
este procedimiento administrativo, ya que, esta disposición legal se encuentra fuera del 
ordenamiento jurídico al no estar vigente,  por lo que, su aplicación sería ir en contra del 
principio de legalidad (Art. 15 de la CN y artículo 3 numeral 1 de la LPA), principio de 
seguridad jurídica (Art. 1 y 2 de la CN) y el principio del interés superior de las niñas, niños 
y adolescentes (Art. 34 de la CN, Art. 12 de la LEPINA y Art. 3 literal a) de la LEA) y, además, 
un error inexcusable por la administración pública. 2. Es preciso aclarar, que el recurrente 
cita erróneamente el Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la 
República, pero, dicha disposición citada, no forma parte de ese reglamento, sino que, se 
encuentra en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, quien define qué 
debe entenderse por: Adopción Nacional; y por: Adopción Internacional, pero dicha 
normativa no es la única y debe interpretarse de manera sistemática con la Ley Especial de 
Adopciones, el Reglamento Interno y de Funcionamiento de la Oficina para Adopciones, en 
adelante RIOPA; y el Convenio Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en 
Materia de Adopción Internacional y aquellas que fueran pertinentes y útiles para la 
tramitación de las adopciones nacionales o internacionales. 3. Que el artículo 12 de la Ley 
Especial de Adopciones, establece la definición de adopción nacional y adopción 
internacional, la cual, la define de la siguiente forma: a. Adopción nacional: es la promovida 
por personas cuya residencia habitual es el territorio salvadoreño y que pretenden adoptar 
a una niña, niño o adolescente o persona mayor de edad que residan en el mismo. (Art. 12 
inciso 1 de la LEA y Art. 4 literal b) del RIOPA). b. Adopción internacional: es la promovida 
por personas salvadoreñas o extranjeras cuya residencia habitual se encuentra en un Estado 
contratante y pretenden la adopción de una niña, niño o adolescente que tenga su 
residencia habitual en el país y deba ser desplazado fuera del territorio nacional. (Art. 12 
inciso 2 de la LEA y Art. 4 literal c) del RIOPA). Dichas disposiciones, lejos de ser excluyentes 
son complementarias, dado que no existe contradicción entre la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República y la Ley Especial de Adopciones. 4. Que la residencia 
habitual: es el lugar de residencia donde la persona o personas solicitantes de adopción 
desarrollan su centro de vida, para ello se tomará en cuenta el tiempo de residencia y las 
intenciones de permanecer en un determinado lugar, el lugar donde realiza sus actividades 
laborales, los lazos personales y sociales que le vinculen fuertemente en un determinado 



 
 

país, entre otros elementos que resulten de la solicitud y de las investigaciones realizadas 
en el procedimiento de adopción. (Art. 4 literal d) del RIOPA). 2.17 Respecto a los 
argumentos expresados por el recurrente en cuanto a: 1. “Es de tomar en cuenta que los 
extranjeros en nuestro país están obligados a obedecer las leyes, el art. 96 CN, en lo 
pertinente ordena: “Los extranjeros, desde el instante en que llegaren al territorio de la 
República, estarán estrictamente obligados a respetar a las autoridades y a obedecer las 
leyes salvadoreñas los extranjeros nacionalizados salvadoreños por naturalización. Además, 
se considera que el ordenamiento jurídico salvadoreño es de tendencia territorialista, debido 
a que el Art. 14 CC estipula que “la ley es obligatoria para todos los habitantes de la 
república, incluso los extranjeros” en relación con el Art. 13 de la Ley de Extranjería; a pesar 
de que esta tendencia no es absoluta existe una apertura del sistema internacional privado 
a través de la aplicación de normas internacionales, vía tratados y Convenciones. La misma 
Constitución y las leyes secundarias antes citadas someten el estatuto personal a la ley 
salvadoreña, es decir, a la ley del domicilio o Ley Fori (Art. 96 Cn)’’. 2. ‘’En el sistema jurídico 
salvadoreño y específicamente en la ley adjetiva del orden jurídico familiar, el juzgador(a) 
tiene la facultad de calificar su competencia, tanto territorial como en razón de la materia 
Arts. 6 letra a), 45 y 55 L.Pr.F. y ésta es afirmativa, conforme a las normas a que se ha hecho 
alusión, de inmediato entra a conocer del fondo del asunto, ordenando el trámite respectivo, 
pues los extranjeros domiciliados en el país, incluyendo por supuesto los que han obtenido 
la nacionalidad salvadoreña por naturalización en el país, están sujetos a las normas de la 
legislación de familia en lo relativo al estado de las personas y a las obligaciones y derechos 
que nacen de las relaciones de familia, art. 10 CF y 14 y 15 CC.’’. 2.18 Cabe destacar que, no 
se advierte, en los argumentos planteados una secuencia lógica, ni se comprende a ciencia 
cierta, la razón por la cual se han incluido en su escrito; no obstante, se destaca una 
afirmación del recurrente, en el sentido que, toda persona que se encuentra en territorio 
salvadoreño debe someterse y cumplir las leyes nacionales; consecuentemente, esta Junta 
Directiva, considera que con mayor razón la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL 
debe cumplir con el ordenamiento jurídico nacionales e internacional, dado que los 
convenios y tratados ratificados por el Estado salvadoreño, los cuales también son ley de la 
República, regulan principios y estándares internacionales en materia de niñez y 
adolescencia, los cuales el Estado debe cumplirlos. 2.19 La Junta Directiva de la Oficina para 
Adopciones, advierte que el Director Ejecutivo ha efectuado un análisis a partir de la 
información brindada por la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL en el desarrollo del 
procedimiento administrativo bajo referencia 06-AN-2020. Asimismo, el licenciado ROGER 
SAÚL CARRILLO FUNES hace alusión en el recurso que ha sido interpuesto para ante la Junta 
Directiva lo siguiente: 1. Que tanto la adopción nacional como internacional, se rige con 
base a los principios de la Convención sobre los Derechos del Niño, art. 21 donde uno de 
ellos establece que la adopción del niño solo será autorizada por las autoridades 
competentes, con arreglo a las leyes y a los procedimientos aplicables. 2. El Convenio de la 
Haya de 1993, pretende principalmente la cooperación entre los Estados partes que 
participan en procedimientos de adopción internacional, garantizando el reconocimiento 
de las adopciones pronunciadas de conformidad con la Convención y evitando adopciones 
que generen problemas en el traslado de los niños hacia otro país y que terminen 
afectándole. El Convenio impone a los Estados, determinados controles y medidas en 
distintas etapas del procedimiento, uno de ellos es comprobar si la adopción internacional 
“responde al interés superior del niño”, (artículo 4 letra b). También señala, que cualquier 
adopción que haya sido autenticada según la convención de La Haya en materia de 
adopción internacional, será automáticamente reconocida en los demás Estados 
contratantes (artículo 23), a menos que esté “en manifiesta contradicción con el orden 
público”3, entendiéndose que vulnere los principios fundamentales de dicho Estado 
(artículo 24). 3. Por otra parte, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 
de El Salvador, ha sostenido que el orden público4 es variable en el tiempo y en el espacio, 
no siendo fácil concretar un concepto válido, lo que sí es determinante es que no puede 
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llevar a la arbitrariedad y a las injusticias, puesto que se iría contra su misma razón de ser, 
puesto que el orden público busca armonía y la debida correspondencia entre los diferentes 
intereses. 4. Por otra parte, en lo que atañe a la adopción internacional, no hay que perder 
de vista lo que sostiene ADAM MUÑOZ, Ma. Dolores - GARCÍA CANO, Sandra, en la que 
consta: “… El interés superior del menor (sic) supone, entre otras cosas, que deben evitarse 
las adopciones claudicantes, válidas en un país, normalmente el de los adoptantes y nulas o 
con distintos efectos en otro, precisamente el país de origen del niño” “...Hay que añadir al 
concepto de adopción fraudulenta el caso en el que el tráfico de menores se legaliza 
mediante una adopción…” (página 149, en la ponencia: Algunas cuestiones en torno a la 
adopción internacional por Adroher Biosca, S.”5. Sobre esa base, debe analizarse que si la 
adopción que se está tramitando en El Salvador, ha sido o no, en flagrante violación de la 
legislación interna. Cuando se decreta una adopción, ya sea nacional o internacional, es 
porque el juzgador ha valorado lo más beneficioso para el niño, niña o adolescente, 
tomando en cuenta especialmente su interés superior (actualmente la LEPINA establece los 
elementos para ponderar ese interés de conformidad al art. 12 inc. 4); así como, el modo y 
medios de vida, cualidades morales y personales del adoptante; la conducta o situación del 
padre o madre biológico, valorando de todo lo anterior la situación que le brindan o 
brindarán los padres adoptantes, antes y en el momento de solicitar la adopción y bajo los 
presupuestos que la legislación interna e internacional exigen, pues como ya se dijo, el 
juzgador debe calificar su competencia, la aplicación de territorialidad de la ley, etc. 2.20 
Sobre este análisis que ha efectuado el recurrente, se menciona textualmente, lo indicado 
por el Lic. ROGER SAÚL CARRILLO FUNES respecto de que: “la adopción se rige bajo los 
principios de la Convención sobre los Derechos del Niño, art. 21 donde uno de ellos establece 
que la adopción del niño sólo será autorizada por las autoridades competentes, con arreglo 
a las leyes y a los procedimientos aplicables”; en ese sentido, es importante aclarar que la 
autoridad competente para conocer de las adopciones internacionales de conformidad con 
el Convenio Relativo a la Protección de Niño y a la Cooperación Internacional en Materia de 
Adopción Internacional es la Autoridad Central del Estado de recepción de los Estados 
Unidos de América en cooperación con los organismos acreditados, así como la 
Procuraduría General de la República en su calidad de Estado de origen (Art. 40 de la LEA y 
Art. 8 del RIOPA). En ese sentido, cabe destacar que, para que la adopción internacional sea 
válida debe tramitarse conforme el procedimiento que se indica en la LEA, Convenio de la 
Haya de 1993 Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción 
Internacional. 2.21 Cabe destacar que, al dar lectura a los argumentos planteados por el 
licenciado ROGER SAÚL CARRILLO FUNES, esta Junta Directiva, advierte que, dicho 
profesional, confunde términos respecto del procedimiento a seguir para este caso en 
particular; en ese sentido se aclara: a. El Convenio de La Haya de 1993 Relativo a la 
Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, no tiene por 
objeto crear nuevos derechos para los niños, sino organizar la cooperación entre los Estados 
parte que participan en procedimientos de adopción internacional; este Convenio tiene tres 
características principales. En primer lugar, afianza la protección de los derechos del niño 
en el contexto de la adopción internacional y en torno a ella; en segundo lugar, instituye un 
mecanismo de cooperación entre Estados en ese ámbito específico; y, en tercer lugar, 
garantiza el reconocimiento de las adopciones pronunciadas de conformidad con el 
Convenio, esta última se logra únicamente a través del procedimiento al que hace 
referencia el Convenio en relación a los artículos 95 al 103 de la LEA. b. El Convenio de La 
Haya de 1993 lo que pretende es prevenir la sustracción, las adopciones fraudulentas, la 
venta o el tráfico de niños mediante el respeto de las garantías y la institución de un sistema 
de cooperación entre Estados. (art. I, letra b del Convenio); en ese sentido, para garantizar 
la mayor protección posible a los niños y niñas en los procedimientos internacionales de 
adopción, la Convención de La Haya propone a los Estados un sistema de cooperación que 
consiste en instituir autoridades centrales y establecer un procedimiento internacional que 
incluya también a las agencias intermediarias (previa acreditación en el Estado según su 
normativa). c. Que los Estados parte del Convenio de la Haya de 1993 designarán “una 
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autoridad central encargada de dar cumplimiento a las obligaciones que la convención le 
impone” (artículo 6). La responsabilidad de la autoridad central consiste, tanto en poner en 
práctica la Convención al interior de las fronteras del Estado, como en velar por la buena 
marcha de la colaboración entre países que participan en procedimientos de adopción 
internacional. La autoridad central, debe cerciorarse de que se toman las medidas 
adecuadas cuando se cometan o puedan cometer irregularidades en la aplicación de la 
Convención de La Haya; de hecho, “toda autoridad competente” deberá informar a la 
autoridad central sobre dichas ocurrencias (artículo 33). d. Que según la Guía de Buenas 
Prácticas No. 1, titulada: “La puesta en práctica y el funcionamiento del Convenio de La 
Haya de 1993 sobre Adopción Internacional”, año 2008, en los párrafos 43 y 44, para 
alcanzar el interés superior del niño en la adopción internacional, el Convenio de La Haya 
de 1993 reconoce que: “… En la práctica, los Estados contratantes y las Autoridades 
Centrales, al aplicar este Convenio, deben velar contra el mal uso o contra la interpretación 
arbitraria del interés superior del niño, para impedir que vulneren sus derechos 
fundamentales…”, esto aplica también para quienes quieran promover adopciones 
aprovechándose de los posibles vacíos legales del convenio o que quieran inducir al error 
en su aplicación, cuya actuación no es ética según el derecho internacional; especialmente 
para quienes promueven la adopción de niñas y niños sin conocer el enfoque o que 
conociéndole pretendan querer sorprender a las autoridades legalmente facultadas para 
ello, lo cual es contrario al derecho y que afecta directamente a las niñas, niños y 
adolescentes sujetos de adopción. e. En la Guía de Buenas Prácticas No. 1, párrafo 626, se 
menciona que “las adopciones privadas propiamente dichas (adopciones concertadas entre 
los padres adoptivos y los padres biológicos) no se ajustan al Convenio. Igualmente, no se 
ajustan a los procedimientos del Convenio las adopciones independientes (en las que los 
futuros padres adoptivos son aprobados por su Autoridad Central o un organismo 
acreditado y luego se trasladan a un país de origen para buscar un niño) que no estén 
reguladas o supervisadas por Autoridades Centrales en los dos países involucrados”. 
Asimismo, en esta misma guía, pero en los párrafos 628 y 629, se hace relación a que “…Los 
Estados de origen por su parte deben esforzarse al máximo para proteger el interés superior 
del niño antes, durante y después del procedimiento de adopción internacional. También 
tienen el deber de combatir las prácticas ilícitas e indebidas en su país, independientemente 
de que tales prácticas sean fruto de comportamientos contrarios a la ética en el país. 
Algunas prácticas que intentan evadir el Convenio son: a) el desplazamiento del niño a un 
tercer país que no sea Parte del Convenio; b) el desplazamiento del niño al país de recepción 
como “turista”; c) el desplazamiento del padre o madre biológico al país de recepción, por 
ejemplo para dar a luz al niño; d) adopciones por familiares con la finalidad de explotación 
laboral del niño; e) adopciones nacionales por ciudadanos del país de origen que viven en el 
extranjero…”. 2.22 Ahora bien, tomando en cuenta los argumentos anteriores, conviene 
hacerse la pregunta ¿la nacionalidad del adoptante es relevante para determinar su 
capacidad jurídica para adoptar? La respuesta a esta interrogante se encuentra en la misma 
Guía de Buenas Prácticas No. 1, párrafo 487, “… la práctica demuestra que los ciudadanos 
de los países de origen que residen en países de recepción continúan realizando adopciones 
de familiares y no familiares en su país de origen/nacionalidad conforme a las normas y 
procedimientos para las adopciones nacionales, sin observar los requisitos del Convenio de 
La Haya de 19936. En consecuencia, tales adopciones pueden no ser reconocidas por los 
países de recepción y algunos de estos niños pueden permanecer separados de sus “padres 
adoptivos” porque se ha denegado su acceso al país de recepción”. Por tal motivo, la 
solicitud de adopción presentada en el caso de mérito, debe efectuarse bajo las reglas de la 
adopción internacional, pero cumpliendo con los requisitos a los que hace referencia la Ley 
Especial de Adopciones, el Convenio de la Haya de 1993 Relativo a la Protección del Niño y 
a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, la Convención sobre los Derechos 
del Niño, así como garantizando el respeto a la legislación aplicable en el Estado de 
recepción, que en este caso es los Estados Unidos de América, a fin de que pueda llevarse 
a cabo un proceso de adopción, que no implique una decisión que perjudique el interés 
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superior del niño JAHAZIEL ELÍAS TORRES PINEDA, evitando que eventualmente el niño en 
referencia no tenga obstáculos para la obtención de la eventual nacionalidad del país donde 
podría ser desplazado, pero para ello, se debe respetar las reglas del Convenio. En ese 
sentido, tomando en cuenta las atribuciones establecidas en el artículo 49 literal n) de la 
LEA, esta Junta Directiva tiene la responsabilidad de verificar y conocer de los recursos de 
revisión en los procedimientos de adopción nacional e internacional, respetando el 
principio de legalidad, seguridad jurídica y el principio del interés superior del niño. En virtud 
de ello, esta Junta Directiva considera que la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL ha 
promovido una adopción como nacional, con ello se estaría obviando el procedimiento de 
adopción internacional para la adopción del niño antes mencionado; información que se 
extrae del expediente administrativo, ya que, existe información que permite sostener que 
la señora solicitante tiene intenciones de desplazarse desde los Estados Unidos de América 
hacia El Salvador con fines adoptivos, lo que podría perjudicar al niño en particular dado 
que todos los Estados partes debemos darle cumplimiento a las reglas del Convenio de La 
Haya en materia de Adopción Internacional y si en el Estado de recepción se advierte que 
no se ha desarrollado el procedimiento conforme a las reglas del derecho internacional, la 
adopción podría resultar infructuosa no logrando un estatus de nacional de dicho país, en 
el supuesto que se llegara a concretizar. 2.23 El concepto de residencia habitual, es esencial 
para el funcionamiento eficaz del Convenio de La Haya de 29 de mayo de 1993 relativo a la 
Protección del Niño y a la Cooperación en materia de Adopción Internacional. No obstante, 
los Estados contratantes señalan que, en la práctica, enfrentan dificultades para determinar 
cuál es la residencia habitual de los futuros padres adoptivos y de los niños adoptables. La 
incertidumbre en torno a la residencia habitual de una persona —por ejemplo, a raíz de la 
mudanza transitoria hacia otro Estado (fenómeno cada vez más común hoy en día)— puede 
complicar el asunto para determinar si el Convenio de La Haya de 1993 se aplica a una 
adopción en concreto. Es por ello que este tema fue tratado en las reuniones de 2010 y 
2015 por la Comisión Especial sobre el funcionamiento práctico del Convenio. 2.24 La 
residencia habitual es el principal criterio de conexión en todos los Convenios de La Haya 
modernos relativos a la protección de la infancia. Ninguno contiene una definición de 
residencia habitual ni enumera criterios específicos que deban considerarse a sus efectos. 
Sin embargo, se entiende la residencia habitual como un concepto autónomo, determinado 
por los hechos específicos de cada caso en particular y a la luz de los objetivos del Convenio 
de La Haya pertinente, y no por las limitaciones de la legislación nacional de cada Estado. 
Cabe señalar que para determinar la residencia habitual a los efectos de los diferentes 
Convenios de La Haya pueden tenerse en cuenta diferentes consideraciones. Con la 
consagración del criterio de la residencia habitual, el Convenio de La Haya de 1993 pretende 
que exista una vinculación actual y efectiva de adoptante y adoptado con las autoridades 
de los Estados implicados. En efecto, para favorecer las labores de información que llevan 
a cabo las Autoridades de cada Estado, en especial la preparación de los informes 
requeridos por los arts. 15 y 16, es acertado prescindir de los criterios nacionalidad o 
domicilio, y acoger el de la residencia habitual. 2.25 En el caso del Convenio de La Haya de 
1993, el concepto de residencia habitual es el único criterio de conexión para determinar si 
el Convenio es aplicable a una adopción en particular, lo cual ocurre cuando el niño y los 
futuros padres adoptivos tienen su residencia habitual en Estados contratantes diferentes: 
“… El Convenio se aplica cuando un niño con residencia habitual en un Estado contratante 
(el Estado de origen) ha sido, es o va ser desplazado a otro Estado contratante (el Estado de 
recepción), bien después de su adopción en el Estado de origen por cónyuges o por una 
persona con residencia habitual en el Estado de recepción, bien con la finalidad de realizar 
tal adopción en el Estado de recepción o en el Estado de origen…”. En cuanto al caso en 
particular, vale la pena resaltar que el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones con 
el propósito de constatar lo relativo a la residencia habitual de la señora PAULA OLIVIA 
SEGOVIA MARISCAL, solicitó a la Dirección General de Migración y Extranjería, informe 
sobre los movimientos migratorios de la señora en cuestión. Con la respuesta de la 
autoridad migratoria nacional, se comprueba que la solicitante de adopción ha ingresado a 
El Salvador, en calidad de turista y no como residente, desde los años dos mil dieciocho, dos 



 
 

mil diecinueve y dos mil veinte, y que la salida del territorio nacional, con destino a los 
Estados Unidos de América ha sido expresando como motivo de su viaje, el de residencia.  
De lo anterior, el abogado CARRILLO FUNES, ha realizado un cómputo sobre el tiempo de 
permanencia en El Salvador y el tiempo de permanencia en los Estados Unidos, pero dicho 
computo, es realizado de forma conveniente a los intereses de su representada señora 
SEGOVIA MARISCAL, dado que, no es coincidente con la información que obra en el 
expediente, en tanto que, ha quedado constatado para la Junta Directiva que la señora ha 
viajado a El Salvador desde la primera vez que tuvo contacto con el niño JAHAZIEL ELÍAS 
PINEDA TORRES; expresando además, que su deseo es, que el niño aprenda el idioma, la 
cultura, además de conocer sus raíces, inicie la educación formal en el país de los Estados 
Unidos de América; lo que corrobora sus intenciones de permanecer en los Estados Unidos 
y no en El Salvador. Es por ello, que compartimos los fundamentos expuestos por el Director 
Ejecutivo en su resolución impugnada por el recurrente, el haberse establecido que la 
residencia habitual es en los Estados Unidos de América y no El Salvador. Además, habrá 
que retomar lo expresado por el licenciado ROGER SAÚL CARRILLO FUNES en cuanto a que: 
“la intención de residir en El Salvador es una decisión única de la señora Paula Olivia Segovia 
Mariscal”, empero, dicha expresión no encaja con los principios de la adopción establecidos 
en la LEA, no en la normativa internacional, antes citada, ya que, a la luz de legislación 
nacional y el interés superior del niño, devendría de la dificultad de garantizar la 
nacionalidad del niño Jahaziel Elías, como nacional de los Estados Unidos de América; y 
además en la imposibilidad de garantizar el seguimiento post – adoptivo, en tanto que, en 
todo proceso de adopción nacional o internacional, requiere del seguimiento post-
adoptivo, en ese sentido, cuando el proceso es de adopción internacional, dicho 
seguimiento lo desarrolla la Autoridad Central o el Organismo Acreditado en materia de 
adopción internacional, en cambio en la adopción nacional el seguimiento post-adoptivo lo 
desarrolla la Oficina para Adopciones. Pero, si se obvia el procedimiento correcto, 
estaríamos en dificultades reales de realizar el seguimiento post – adoptivo. Asimismo, se 
hace referencia a lo expresado por el recurrente, respecto de que: “… una suposición de un 
funcionario, no puede ser una certeza jurídica, en este caso estamos frente a una 
especulación…”. Al respecto, de acuerdo con el expediente, se reitera que la señora Segovia 
Mariscal a pesar de ser de nacionalidad salvadoreña, vive desde sus veintidós años de edad, 
en los Estados Unidos de América, por lo que no es una suposición del funcionario, sino un 
hecho introducido por la misma solicitante de adopción. 2) Aparente error en la aplicación 
de la ley en el procedimiento de adopción; 2.27 Al respecto, esta Junta Directiva estima 
pertinente aclarar respecto de las figuras procesales adoptadas: a. Que en la resolución 
emitida por el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones no se ha declarado la 
improponibilidad de la solicitud para adoptar, por lo que, el derecho del niño JAHAZIEL 
ELÍAS SEGOVIA MARISCAL de vivir y ser criado en familia nacional o extranjera, en este caso 
adoptiva, se encuentra a salvo. b. Se advierte una suficiente fundamentación, en la decisión 
tomada por el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones, sobre la base de los 
principios de la doctrina de protección integral de niñez y adolescencia, que encuentran su 
fundamento en la CDN, la LEA y la aplicación del interés superior de la niñez y la 
adolescencia. En virtud de ello, se considera que la actuación del referido funcionario es 
conforme a derecho. c. En ese sentido, al momento de efectuar la revisión de la resolución 
no se ha identificado que en la misma, se haya emitido la improponibilidad y que por este 
motivo se impida la posibilidad de presentar nuevamente la solicitud; en ese sentido, 
únicamente depende de la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL valorar en qué 
momento tiene previsto presentar nuevamente la solicitud de adopción o no, debiendo 
identificar el organismo acreditado al que debe presentar la solicitud, cuando exista un 
organismo acreditado debidamente autorizado por esta Junta Directiva. 3) Conclusión. 2.28 
Habiendo efectuado la lectura del recurso de revisión y de la documentación presentada al 
mismo por el Lic. ROGER SAÚL CARRILLO FUNES en su calidad de apoderado de la señora 
PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL, solicitante de adopción de niño determinado de 
nombre JAHAZIEL ELÍAS PINEDA TORRES, de cuatro años de edad, del procedimiento 
administrativo de adopción nacional individual clasificado por esta Oficina para Adopciones 



 
 

bajo el número de referencia: 06-AN-2020, esta Junta Directiva estima pertinente concluir 
que: a. No se ha identificado algún posible daño o agravio en el procedimiento de adopción 
iniciado por la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL, ya que, el procedimiento para la 
adopción del niño JAHAZIEL ELÍAS PINEDA TORRES; efectivamente debe ser tramitado 
como adopción internacional y no como adopción nacional, esto debido a que al ser 
tramitada de esta forma se le garantiza mayores derechos al niño JAHAZIEL ELÍAS PINEDA 
TORRES, debido a que adquiriría la nacionalidad estadounidense según el Convenio de La 
Haya de 1993 Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción 
Internacional, por lo que, debe seguirse el procedimiento bajo las reglas de dicho convenio 
y según el procedimiento legalmente establecido en nuestra normativa, tal como ha sido 
señalado por el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones en la resolución emitida a 
las doce horas y veintitrés minutos del uno de octubre de dos mil veinte. En ese sentido, 
debe procederse haber agotado por completo el principio de subsidiariedad de la adopción 
y cumplir con los requisitos para la adopción en la normativa salvadoreña y la normativa 
estadounidense. b. Al momento de realizar la revisión de la documentación que consta en 
el expediente, no se ha identificado en la resolución, algún posible cambio en la relación 
afectiva, de convivencia, comunicación y responsabilidad de la señora PAULA OLIVIA 
SEGOVIA MARISCAL con el niño JAHAZIEL ELÍAS PINEDA TORRES, ya que sigue siendo la 
tutora y responsable del niño en referencia. Al respecto, vale la pena resaltar que las 
decisiones tomadas en este procedimiento, en cuanto a no otorgar la aptitud para adoptar, 
están fundadas principalmente en la selección de la vía procesal adecuada y no en los 
aspectos subjetivos de la solicitante de carácter psicológico, moral y emocional, que deben 
ser objetivados por medio de los análisis técnicos; en consecuencia, la pretensión de 
adopción podría replantearse mediante el mecanismo adecuado, y si los resultados son 
favorables, la adopción podría concretarse. En todo caso, no hay que olvidar, que con la 
tutela dativa decretada judicialmente la cual ostenta la señora Segovia Mariscal, la situación 
jurídica del niño se encuentra resuelta, dado que, él goza del cuidado y protección de una 
persona mayor de edad, que ejerce la representación legal del niño, el cuidado personal y 
la administración de sus bienes; ello, permite que el niño pueda mantenerse protegido y se 
consta que tiene garantizado sus derechos, por la señora en cuestión. La adopción es 
siempre subsidiaria, de conformidad con lo regulado en el artículo 3 lit. c) y d) de la Ley 
Especial de Adopciones, por lo que, también es necesario que el Estado garantice que el 
niño en referencia pueda ser criado con su familia ampliada; solo se conoce que existe una 
declaración de pérdida de autoridad parental emitida por el juez competente, pero aún se 
desconoce si existe familia ampliada que pudiera asumir el cuidado y protección del niño. 
Debe destacarse, que consta en el expediente la investigación que desarrolló la Junta de 
Protección de la Niñez y de la Adolescencia del Departamento de Cabañas, en el mes de 
diciembre de 2019, a fin de conocer si existió o no origen ilícito en la relación de convivencia, 
y aunque en esa oportunidad, se descartó el origen ilícito, solamente se investigó que la 
madre biológica no tiene interés alguno respecto del cuidado y protección del niño y 
además, se realizó una investigación con fuentes colaterales; no obstante, dichas fuentes 
colaterales se circunscribieron en la entrevista a una familiar y amiga de la solicitante, pero 
no consta que la Junta de Protección de la Niñez y de la Adolescencia, haya investigado con 
la familia ampliada del niño. Razón por la cual, la adoptabilidad del niño, podría no ser 
declarada por el Juzgado Especializado de Niñez y Adolescencia, ya que, para ello, se 
requiere haber agotado una investigación a profundidad con su familia ampliada, a fin de 
lograr la restitución del niño de vivir, ser criado y desarrollarse con ella, cuando la familia 
nuclear no resulta ser una opción. c. Que la solicitud de adopción puede ser presentada 
nuevamente por la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL a la Oficina para Adopciones, 
pero esta deberá ser presentada como adopción internacional y según los requisitos del 
Convenio de La Haya de 1993 Relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia 
de Adopción Internacional y la Ley Especial de Adopciones, ya que, este caso en particular 
se adecua más a la adopción internacional y no a la adopción nacional. En ese sentido, es 
importante aclarar que el procedimiento no se rige por la nacionalidad de la familia 
solicitante de adopción, sino que se rige por su residencia habitual, a pesar de la señora 



 
 

PAULA SEGOVIA MARISCAL posea doble nacionalidad. En el expediente existe suficiente 
información respecto a las intenciones de la solicitante de adoptar en El Salvador y luego 
irse a los Estados Unidos de América con el niño, lo cual ha sido manifestado por ella misma. 
Cabe destacar, que la adopción es una institución jurídica que está centrada en el niño y no 
en la persona adulta; en ese sentido, al efectuar la lectura de la resolución que ha sido 
emitida por el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones, se ha identificado que no 
existe impedimento legal para que sea presentada de esta forma, ya que, no se ha declarado 
la improponibilidad de la solicitud de adopción; sino que, únicamente, se ha declarado no 
ha lugar a la pretensión, es decir, que el derecho de petición a quedado a salvo para que la 
señora PAULA SEGOVIA MARISCAL pueda presentar nuevamente la solicitud de adopción, 
en caso que lo considere pertinente hacerlo de esta forma. Ahora bien, esta Junta Directiva 
estima pertinente no solo pronunciarse en el tipo de adopción que debe efectuar la señora 
PAULA SEGOVIA MARISCAL, sino que, estima oportuno ilustrar respecto al procedimiento 
que debe seguir la solicitante, con el objeto de que tenga claridad sobre el mismo; en ese 
sentido, el procedimiento debe ser de la siguiente forma: 1. Procedimiento que se debe 
seguir en los casos de adopción internacional de conformidad con el Convenio de la Haya 
sobre la Protección del niño y la Cooperación en materia internacional, este convenio 
establece un sistema de garantías y un mecanismo de cooperación de Autoridades, que se 
aplican en las adopciones que suponen un desplazamiento desde su Estado de residencia 
habitual al Estado en el que tienen su residencia habitual las personas o persona que desean 
adoptarlo denominado Estado de recepción. A través de dicho convenio se pretende así que 
las adopciones internacionales respeten y contemplen al máximo el interés del niño o la 
niña. Asimismo, está vigente el principio de subsidiariedad que establece que hay que dar 
preferencia a la colocación de un niño en una familia de su Estado de origen, salvo que 
concurren circunstancias excepcionales. La Cooperación de Autoridades Centrales diseñada 
en el Convenio, se basa en un previo reparto de responsabilidades entre las Autoridades 
competentes de los Estados de origen y de recepción, mientras que las obligaciones de las 
Autoridades Centrales del Estado de origen se refieren, como es lógico, a todo aquello 
relacionado con la niña o niño, sus familiares, personas o instituciones que lo tengan en su 
cargo, a contrario sensu, las responsabilidades del Estado de recepción guardan relación 
con los futuros padres adoptivos o solicitantes de una adopción internacional. Corresponde 
por lo tanto a las Autoridades competentes del Estado de recepción o a los organismos 
acreditados por estas constatar que los futuros padres y madres adoptivos son adecuados 
y aptos para adoptar y, asimismo, asegurar que recibirán un correcto asesoramiento. Y en 
última instancia constatar que el niño o la niña ha sido o será autorizado a entrar y residir 
permanentemente en dicho Estado7. El procedimiento para la cooperación de adopción 
internacional previsto por el Convenio de la Haya es, en realidad, muy simple. Consiste 
básicamente en un intercambio de informes elaborados en el Estado de recepción respecto 
a los solicitantes de la adopción internacional y en el Estado de origen decidirá la atribución 
de un determinado niño o niña a unos determinados solicitantes y les conferirá el cuidado 
del niño o la niña. En concreto, las funciones que corresponden a la Autoridad Central del 
Estado de origen u organismo debidamente acreditado, se reconducen a la observancia de 
dos aspectos básicos: el primero de ellos la constatación de que la adopción internacional 
obedece al interés superior de la niña, niño y adolescente de conformidad con la 
Convención sobre los Derechos del Niño, concepto que se concreta en este ámbito 
esencialmente en la imposibilidad de colocación de la niña o niño en su Estado de origen, 
objetivo que deberá ser siempre primordial. La segunda de las funciones que se le atribuye 
es la de determinar la adoptabilidad del niño o la niña, que se materializa en el momento 
en el que se garantizan ciertos requisitos mínimos, en particular respecto del 
consentimiento. Asimismo, el artículo 16 del Convenio impone la obligación a la Autoridad 
Central de Estado de origen, la obligación de elaborar un informe en el que se detalle la 
adoptabilidad de la niña o niño. Este informe deberá contener datos relativos a la niña o 
niño, tales como la identidad del niño o la niña, datos relativos a su medio social, su 
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evolución personal y familiar, así como su historial médico. El convenio también obliga a 
que la identidad de los padres biológicos no sea divulgada por los Estados de origen. A 
contrario sensu, los Estados de recepción a través de su Autoridad Central, serán las 
encargadas de declarar la idoneidad de la madre y padre, y de enviar un informe a las 
Autoridades Centrales del Estado de origen. En ese contexto, el artículo 17 del Convenio 
establece las condiciones que deberán cumplirse para que se entregue a la niña o niño por 
parte del Estado de origen al Estado de recepción, este artículo dice literalmente lo 
siguiente: “…Articulo 17. En el Estado de origen sólo se podrá confiar a los futuros padres 
adoptivos si: a) La Autoridad Central del Estado de origen se ha asegurado de que los futuros 
padres adoptivos han manifestado su acuerdo. b) La Autoridad Central del Estado de 
recepción ha aprobado tal decisión, si así lo requiere la ley de dicho Estado o Autoridad 
Central del Estado de origen. c) Las Autoridades Centrales de ambos Estados están de 
acuerdo en que se siga el procedimiento de adopción. d) Se ha constatado, de acuerdo con 
el artículo 5, que los futuros padres adoptivos son adecuados y aptos para adoptar y que el 
niño ha sido o será autorizado a entrar y residir permanentemente en el Estado de 
recepción…”. Ahora bien, con fines aclaratorios respecto al procedimiento a seguir, se 
considera pertinente enumerar algunos de los pasos: 1. Que la Autoridad Central del Estado 
de recepción recibe la solicitud de adopción de una niña, niño o adolescente y que los 
solicitantes expresen su intención de adopción de un niño en El Salvador. Para lo cual, 
deberán reunir los requisitos legales que rigen las leyes locales conforme a la regla (locus 
regit actum8) y, además, las reglas establecidas en El Salvador para la adopción. 2. En caso 
que la autoridad central no desarrolle el procedimiento para obtener la aptitud para 
adoptar, deberá hacerlo un organismo acreditado en materia de adopción internacional 
autorizado por el país de residencia habitual del solicitante y por el Estado de El Salvador. 
3. En el caso de los Estados Unidos de América, la Autoridad Central no desarrolla todo lo 
requerido para la determinación de la aptitud para adoptar, sino que lo hace un organismo 
acreditado. No obstante, para que un organismo acreditado funcione en El Salvador, se 
requiere de su autorización, el cual solamente ocurre a solicitud del organismo, debido a la 
aplicación del principio de rogación regulado en el artículo 7 literal a) del Reglamento para 
la Autorización de Organismos Acreditados en materia de Adopción Internacional. 2. 
Importancia de la tramitación de la adopción internacional conforme el Convenio relativo 
a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional: 
considerando que la residencia habitual no es El Salvador, sino solamente una residencia 
accidental o transitoria, por un determinado tiempo, cabe destacar que las personas 
solicitantes, podrán iniciar el procedimiento correspondiente conforme los parámetros 
establecidos en el Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia 
de Adopción Internacional. Ahora bien, ¿por qué es importante tramitar los casos de 
adopción internacional conforme a las reglas del Convenio en referencia? Las razones de 
la importancia o relevancia de la misma, radican esencialmente en los aspectos que a 
continuación se señalan: a. Porque la aplicación del Convenio relativo a la Protección del 
Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, facilita la cooperación entre 
Estados y la información, de tal forma que la niña, niño o adolescente sujeto de adopción 
pueda recibir una respuesta de manera segura y sin requisitos adicionales no contemplados 
en el Convenio, entre ellos, la posibilidad de recibir la nacionalidad del Estado de recepción 
sin mayor dificultad, debido a que, en el desarrollo del procedimiento al existir conformidad 
de ambos Estados, según lo indica el Art. 17 del Convenio, no debe concurrir un obstáculo 
para que conforme al interés superior de la niña, ésta pueda ser considerada nacional de 
dicho Estado. Hacerlo de otra manera podría generar la eventual decisión de no considerar 
como nacional de ese Estado a la niña, niño o adolescente adoptado. b. En todo proceso de 
adopción nacional o internacional, se requiere el seguimiento post-adoptivo; en ese 
sentido, el Estado salvadoreño no puede trasladarle una obligación de Ley que es propia de 
la OPA a las personas solicitantes, ni trasladarle una competencia de la Autoridad Central o 
del organismo acreditado a la persona particular, cuando dicha atribución es otorgada por 
el Convenio relativo a la Protección del Niño y a la Cooperación en Materia de Adopción 
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Internacional a dichas instituciones. Hacerlo así, implicaría que tanto el Estado de El 
Salvador, como los Estados Unidos de América, estarían evadiendo una responsabilidad 
otorgada por Ley o por el Convenio y trasladarla a la persona particular para que sea esta 
quien la asuma; a ello, habrá que agregarle el hecho que el seguimiento post-adoptivo está 
pensado en función del niño o niña sujeto de adopción y no en los adultos. De ahí que, 
efectuar el procedimiento de adopción como nacional, devendrían dificultades para el niño 
sujeto de adopción, que redundan en una afectación a su interés superior, por lo que esta 
Junta Directiva considera que no es procedente tramitar este tipo de adopción como 
nacional, sino que como internacional. c. No se advierte error de hecho o de derecho en la 
resolución que fue emitida a las doce horas y veintitrés minutos del uno de octubre de dos 
mil veinte, por el Director Ejecutivo de la Oficina para Adopciones y que es la que se ha 
sometido a impugnar vía revisión, esto debido a que los hechos relacionados en el 
procedimiento se ajustan más a la adopción internacional y no nacional, tal como se ha 
hecho referencia en el apartado número 2, 3 y 4 de esta resolución. III. PARTE RESOLUTIVA: 
De conformidad con los artículos 12, 60, 78, 90, 95 de la Ley Especial de Adopciones; articulo 
4 letra d) del Reglamento Interno y de Funcionamiento de la Oficina para Adopciones; 
artículo numeral 136, 137 numeral 1 y 138 de la Ley de Procedimientos Administrativos; 
artículos 20 y 21 de la Convención sobre los Derechos del Niño y artículos 2, letra b); 6, 23, 
24 y 33 del Convenido de la Haya sobre la protección del niño y la cooperación en materia 
de adopción internacional, esta Junta Directiva de la Oficina para Adopciones de la 
Procuraduría General de la República, RESUELVE: a) Agréguese a sus antecedentes el escrito 
relacionado al inicio de esta resolución, presentado por el licenciado ROGER SAÚL 
CARRILLO FUNES. b) Confírmese lo resuelto mediante el auto de las doce horas y veintitrés 
minutos del uno de octubre de dos mil veinte, en el cual, el Director Ejecutivo de la Oficina 
para Adopciones, resolvió no ha lugar la solicitud de declaratoria de aptitud para adoptar y 
de autorización de la adopción en la fase administrativa, del niño determinado JAHAZIEL 
ELÍAS TORRES PINEDA, solicitada por la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL. 
Consecuentemente, se declara sin lugar a revocar lo contemplado en el auto en referencia.  
c) Confírmese lo resuelto en el auto anterior, respecto de las facultades de representación 
legal que tiene la señora PAULA OLIVIA SEGOVIA MARISCAL respecto del niño JAHAZIEL 
ELÍAS PINEDA TORRES, en virtud de ser ella tutora dativa del mismo, por lo que continuará 
ejerciendo sus responsabilidades que el cargo le confiere como el cuidado, protección y 
atención a los derechos contenidos en el ordenamiento jurídico salvadoreño emanados de 
la Constitución de la República, Ley de Protección Integral de la Niñez y Adolescencia y 
demás leyes aplicables, así como en los tratados internacionales ratificados por El Salvador. 
Notifíquese. “”””””””””””””. - COMUNÍQUESE. Antes del cierre de la sesión, el licenciado 
Dionisio Alonzo, comunica a los miembros de Junta Directiva que se brindará un informe 
sintetizado del proceso de contratación de los servicios de auditoría externa sobre los 
procesos administrativos de adopción de la OPA, cediendo la palabra a la licenciada Reina 
Marisol de Castillo, quien de forma breve expuso una cronología de las diferentes 
actividades realizadas desde la aprobación de los Términos de Referencia en la tercera 
sesión extraordinaria de dos mil veintiuno, realizada el cuatro de junio del corriente año, la 
publicación de los mismos en el portal del Ministerio de Hacienda (COMPRASAL), en fecha 
veintinueve de julio hasta con un plazo de diez días hábiles los cuales vencían el 20 de 
agosto, a esa fecha se recibió únicamente una oferta, la cual fue sometida a todas las 
evaluaciones respectivas. La Comisión Evaluadora de Ofertas analizó y evaluó la oferta en 
un término de dos días, y presentando la respectiva recomendación de adjudicación el día 
treinta de agosto para posteriormente elaborar y firmar el contrato respectivo, en fecha 
diecisiete de septiembre se ha recibido vía correo electrónico el contrato firmado, sin 
embargo, se está a la espera de que envíen dicho documento en formato impreso, así como 
el acuerdo de nombramiento de la administradora de contrato, a fin de poder elaborar la 
correspondiente orden de inicio. CIERRE DE SESIÓN. Se da por concluida la sesión virtual en 
la herramienta tecnológica Microsoft Teams a las once horas veinte minutos del día veinte 
de septiembre de dos mil veintiuno. No habiendo nada más que agregar, se cierra la 
presente acta, cuyo contenido ratificamos de forma verbal y queda como constancia los 



 
 

archivos multimedia de audio y video, así también se ratifica en fecha posterior y firmamos 
todos en el carácter en que actuamos. - 
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